
LEY 549 DE 1999

(diciembre 28)

Diario Oficial No. 43.836, de 30 de diciembre de 1999

Por la cual se dictan normas tendientes a financiar el pasivo pensional de las entidades
territoriales, se crea el Fondo Nacional de Pensiones de las entidades territoriales y se dictan
otras disposiciones en materia prestacional.

Resumen de Notas de Vigencia

NOTAS DE VIGENCIA:

- Modificada por la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo
2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de
junio de 2015.

- Modificada por la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 48.102 de 16 de
junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014'

- En criterio del editor, para el análisis de vigencia de esta ley, debe tenerse en cuenta el
siguiente texto contenido en la sentencia de la Corte Constitucional C-803 de 2003 de 16 de
septiembre de 2003, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, que establece:

'...

'De este modo, la materia propia de una ley anual de presupuesto es la fijación o
modificación de las partidas de ingresos y de gastos y en ella quedan comprendidas las
disposiciones necesarias para que los presupuestos aprobados puedan hacerse efectivos.

'Desde esta perspectiva, las disposiciones generales de una ley anual de presupuesto solo
pueden estar destinadas a permitir la correcta ejecución del presupuesto en la respectiva
vigencia fiscal y, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 del Estatuto Orgánico de
Presupuesto '... regirán únicamente para el año fiscal para el cual se expidan'. Tales normas,
por consiguiente, ha dicho la Corte, no pueden contener regulaciones con vocación de
permanencia, porque ello desbordaría el ámbito propio de la ley que es el de modificar el
presupuesto de la respectiva vigencia fiscal

'Tampoco pueden las leyes anuales de presupuesto modificar normas sustantivas, porque en
tal caso, sus disposiciones generales dejarían de ser meras herramientas para la ejecución del
presupuesto aprobado y se convertirían en portadoras de decisiones autónomas
modificatorias del ordenamiento jurídico.     

'En uno y en otro caso sería necesaria la aprobación de una ley distinta, cuyo trámite se
hubiese centrado en esas modificaciones de la ley sustantiva o en la regulación, con carácter
permanente, de determinadas materias. ...'

- Modificada por la Ley 1151 de 2007, publicada en el Diario Oficial No. 46.700 de 25 de
julio de 2007, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010'.

- El Parágrafo 1o. del Artículo 35 Transitorio de la Ley 756 de 2002 -que trata sobre recursos



transitorios para el Fonpet- fue modificado por el Artículo 107 de la Ley 788 de 2002, 'Por la
cual se expiden normas en materia tributaria y penal del orden nacional y territorial; y se
dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 45.046 de 27 de diciembre de
2002.

- Recursos transitorios para el Fonpet establecidos por el Artículo 35 Transitorio de la Ley
756 de 2002, 'Por la cual se modifica la Ley 141 de 1994, se establecen criterios de
distribución y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 44.878 de 25
de julio de 2002.

- La Ley 60 de 1993, modificada por esta Ley, fue derogada por el artículo 113 de la Ley 715
de 2001, publicada en el Diario Oficial No 44.654, de 21 de diciembre de 2001, 'Por la cual
se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los
artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se
dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud,
entre otros', publicada en el Diario Oficial No 44.654, de 21 de diciembre de 2001.

- Modificada por la Ley 617 de 2000, publicada en el Diario Oficial No. 44.188 de 9 de
octubre del año 2000, 'Por el cual se se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto
1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se
dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para la
racionalización del gasto público nacional.'

- El Consejo de Estado en concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil radicado con el
No. 1323 de 2001/02/08, autorizada su publicación el 2001/04/24, menciona (subrayas fuera
del texto original):

'La consulta plantea la cuestión de determinar si cuatro de las fuentes de recursos destinados
a constituir reservas pensionales territoriales, según los numerales 1º 2º, 3º y 7º del artículo 2º
de la Ley 549 de 1999, a saber: el situado fiscal producto del impuesto a las transacciones
financieras, la participación de los municipios en los ingresos corrientes de la nación, un
porcentaje no superior al 7% de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Regalías y
el producto de la enajenación de activos de las entidades territoriales, pueden seguir
destinándose a tal fin, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 3º de la Ley 617 de 2000,
en el sentido de que tales recursos no pueden destinarse, en ningún caso, a atender gastos de
funcionamiento. En otras palabras, interesa establecer si la constitución de reservas
pensionales o mejor, como dice la Ley 549 de 1999, el cubrimiento o la atención de pasivos
pensionales territoriales, constituye o no un gasto de funcionamiento. El pago de pasivos
pensionales constituye en realidad, un gasto de funcionamiento y no puede considerarse
como gasto de inversión.

...

'Debe entenderse que el impuesto a las transacciones financieras a que se refiere el numeral
1º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999, es el mismo mencionado en el artículo 17 de la Ley
608 de 2000, el cual se encuentra vigente al momento de la expedición del presente concepto,
pero es preciso observar que dicho numeral está derogado conforme se señala en el punto
siguiente.

'Los numerales 1º, 2º, 3º y 7º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999 se encuentran derogados
por el artículo 3º de la Ley 617 de 2000, el cual está vigente a la fecha de expedición del



presente concepto'.

- El Artículo 7o. del Decreto 192 de 2001, 'por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 617
de 2000', publicado en el Diario Oficial No 44.324 del 10 de febrero de 2001, establece en su
versión original:

'ARTÍCULO 7o. DEL DÉFICIT FISCAL A FINANCIAR. ...

'...

'Tampoco se considerarán gastos de funcionamiento las obligaciones correspondientes al
pasivo pensional definido en el parágrafo 1o. del artículo 1o. de la Ley 549 de 1999'.

- Ley modificada por el Decreto 955 de 2000, publicado en el Diario Oficial No. 44.020 de
26 de mayo de 2000,  'por el cual se pone en vigencia el Plan de Inversiones Públicas para los
años 1998 a 2002.'

El Decreto 955 de 2000 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-1403-00 del 19 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. José Gregorio
Hernández. A partir de su promulgación al Gobierno.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

CAPITULO I.

CUBRIMIENTO DEL PASIVO PENSIONAL DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES Y
CREACIÓN DEL FONDO NACIONAL DE PENSIONES DE LAS ENTIDADES
TERRITORIALES

ARTICULO 1o. COBERTURA DE LOS PASIVOS PENSIONALES. Con el fin de asegurar la
estabilidad económica del Estado, las entidades territoriales deberán cubrir en la forma prevista
en esta ley, el valor de los pasivos pensionales a su cargo, en los plazos y en los porcentajes que
señale el Gobierno Nacional. Dicha obligación deberá cumplirse a partir de la entrada en
vigencia de la presente ley. En todo caso, los pasivos pensionales deberán estar cubiertos en un
cien por ciento (100%) en un término no mayor de treinta (30) años.

Para este efecto, se tomarán en cuenta tanto los pasivos del sector central de las entidades
territoriales como los del sector descentralizado y demás entidades del nivel territorial.

Para determinar la cobertura de los pasivos, se tomarán en cuenta tanto los recursos existentes en
el Fondo Nacional de Pensiones de las entidades territoriales a que se refiere el artículo 3o. de la
presente ley, como aquellos que existan en los Fondos Territoriales de Pensiones, los
patrimonios autónomos y las reservas de las entidades descentralizadas constituidos conforme a
la ley y reglamentaciones correspondientes.

PARAGRAFO 1o. Entiéndase por pasivo pensional las obligaciones compuestas por los bonos
pensionales, el valor correspondiente a las reservas matemáticas de pensiones y las cuotas partes
de bonos y de pensiones.

Doctrina Concordante



Concepto COLPENSIONES 1151449 de 2012; Num. 4.3             

PARAGRAFO 2o. Para efectos de esta ley, las reservas constituidas por las entidades
descentralizadas, deberán estar respaldadas en todo momento por activos liquidables.

Concordancias

Decreto 1658 de 2015    

Decreto 2689 de 2014  

Decreto 2191 de 2013  

ARTICULO 2o. RECURSOS PARA EL PAGO DE LOS PASIVOS PENSIONALES. Se
destinarán a cubrir los pasivos pensionales los siguientes recursos:

1. <Ver Notas del Editor> Los nuevos recursos que sean transferidos a los departamentos y
distritos por concepto de situado fiscal originado en los recursos recaudados por razón del
impuesto a las transacciones financieras a que se refiere el artículo 117 de la ley del Plan de
Desarrollo, los cuales se destinarán a atender pasivos pensionales territoriales de las áreas de
salud y educación, y se repartirán entre dichas áreas y entre departamentos y distritos, en la
misma proporción en que se distribuya entre los sectores y entidades mencionadas el situado
fiscal en el respectivo año.

Notas de Vigencia

- El Consejo de Estado en concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil radicado con el
No. 1323 de 2001/02/08, autorizada su publicación el 2001/04/24, menciona (subrayas fuera
del texto original):

'La consulta plantea la cuestión de determinar si cuatro de las fuentes de recursos destinados
a constituir reservas pensionales territoriales, según los numerales 1º 2º, 3º y 7º del artículo 2º
de la Ley 549 de 1999, a saber : el situado fiscal producto del impuesto a las transacciones
financieras, la participación de los municipios en los ingresos corrientes de la nación, un
porcentaje no superior al 7% de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Regalías y
el producto de la enajenación de activos de las entidades territoriales, pueden seguir
destinándose a tal fin, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 3º de la Ley 617 de 2000,
en el sentido de que tales recursos no pueden destinarse, en ningún caso, a atender gastos de
funcionamiento. En otras palabras, interesa establecer si la constitución de reservas
pensionales o mejor, como dice la Ley 549 de 1999, el cubrimiento o la atención de pasivos
pensionales territoriales, constituye o no un gasto de funcionamiento. El pago de pasivos
pensionales constituye en realidad, un gasto de funcionamiento y no puede considerarse
como gasto de inversión.

...

'Debe entenderse que el impuesto a las transacciones financieras a que se refiere el numeral
1º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999, es el mismo mencionado en el artículo 17 de la Ley
608 de 2000, el cual se encuentra vigente al momento de la expedición del presente concepto,
pero es preciso observar que dicho numeral está derogado conforme se señala en el punto



siguiente.

'Los numerales 1º, 2º, 3º y 7º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999 se encuentran derogados
por el artículo 3º de la Ley 617 de 2000, el cual está vigente a la fecha de expedición del
presente concepto'.

- El Artículo 7o. del Decreto 192 de 2001, 'por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 617
de 2000', publicado en el Diario Oficial No 44.324 del 10 de febrero de 2001, establece en su
versión original:

'ARTÍCULO 7o. DEL DÉFICIT FISCAL A FINANCIAR. ...

'...

'Tampoco se considerarán gastos de funcionamiento las obligaciones correspondientes al
pasivo pensional definido en el parágrafo 1o. del artículo 1o. de la Ley 549 de 1999'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- El Decreto 955 de 2000 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1403-00 del 19 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. José
Gregorio Hernández. A partir de su promulgación al Gobierno.

- Mediante la Sentencia C-1187-00 de 13 de septiembre de 2000 Magistrado Ponente Dr.
Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional de declaró inhibida de fallar sobre este numeral
por considerar que esta norma fue derogada por el Decreto 955 de 2000.

Al respecto expone la corte en el fallo:

'Primero: DECLARARSE INHIBIDA, en los términos de esta sentencia, para pronunciarse
en relación con los numerales 1, 2, y 3 del artículo 2o de la ley 549 de 1999, en razón a que
dichos numerales fueron derogados por los artículos 12, 29 inciso 6o, 59 y 98 del Decreto
955 del 26 de mayo del año 2000 'Por el cual se pone en vigencia el plan de inversiones
públicas para los años 1998 a 2002', y que se expidió como consecuencia de la
inexequibilidad del Plan Nacional de Desarrollo conforme a la sentencia C-557-00 del 2000
(M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa)'.

Para este numeral en concreto dispone la Corte en la parte motiva: '... Este numeral, estima la
Sala Plena de la Corporación, fue derogado, en la medida en que el artículo 98 del Decreto
955 del 2000, que contiene el nuevo plan de inversiones públicas, modificó el destino del
impuesto a las transacciones financieras de que habla el artículo 117 de la ley del Plan de
Desarrollo, al establecer un impuesto de carácter transitorio dirigido a financiar los gastos
ocasionados para la reconstrucción de la zona cafetera.

En efecto señala el artículo 98 lo siguiente:

'ARTICULO 98. IMPUESTO A LAS TRANSACCIONES FINANCIERAS. Créase un
impuesto nacional, de carácter temporal, que regirá entre el primero de enero y el 31 de
diciembre del año 2000, a cargo de los usuarios del sistema financiero y de las entidades que
lo conforman.



El producido de este impuesto se destinará a financiar los gastos ocasionados por las medidas
adoptadas para la reconstrucción, rehabilitación y desarrollo de la zona determinada en los
decretos dictados en virtud del estado excepción declarado por el Decreto 195 de 1999.

Por disposición de esta ley estos gastos se consideran de inversión social.

El hecho generador del impuesto creado en virtud de esta ley, lo constituye la realización de
las transacciones financieras, mediante las cuales se disponga de recursos depositados en
cuántas corrientes o de ahorros y los giros de cheques de gerencia; así como el pago del saldo
neto de las operaciones interbancarias, según el reglamento que expida el Gobierno Nacional.

De conformidad con el inciso segundo del parágrafo del artículo 357 de la Constitución
Política, el impuesto aquí establecido estará excluido de la participación que le corresponde a
los municipios en los ingresos corrientes.

PARAGRAFO 1o. Los cheques de gerencia girados por un establecimiento de crédito no
bancario, con cargo a los recursos de una cuenta de ahorros perteneciente a un cliente, se
considerará que constituyen una sola operación, el retiro en virtud del cual se expide el
cheque y el pago del mismo.

PARAGRAFO 2o. Los traslados entre cuentas corrientes de un mismo establecimiento de
crédito, estarán exentos del impuesto a las transacciones financieras, cuando dichas cuentas
pertenezcan a un mismo y único titular''.

....

'... En efecto, en relación con las normas contenidas en el plan de desarrollo y de inversiones
públicas, es pertinente destacar que la Constitución en su artículo 341 le reconoce una
jerarquía superior a dichas normas, frente a la demás leyes, al preceptuar que: 'el Plan
Nacional de Inversiones se expedirá mediante una ley que tendrá prelación sobre las demás
leyes'

2. <Ver Notas del Editor> Los que se produzcan por razón del incremento porcentual en la
participación de los municipios en los ingresos corrientes de la Nación, que se realice a partir del
año 2000, incluido este último, de acuerdo con el parágrafo del artículo 357 de la Constitución
Política, que se distribuirá entre las cuentas de las entidades territoriales en la misma forma en
que se distribuyan las participaciones en los ingresos de la Nación.

Notas del Editor



- El Consejo de Estado en concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil radicado con el
No. 1323 de 2001/02/08, autorizada su publicación el 2001/04/24, menciona (subrayas fuera
del texto original):

'La consulta plantea la cuestión de determinar si cuatro de las fuentes de recursos destinados
a constituir reservas pensionales territoriales, según los numerales 1º 2º, 3º y 7º del artículo 2º
de la Ley 549 de 1999, a saber : el situado fiscal producto del impuesto a las transacciones
financieras, la participación de los municipios en los ingresos corrientes de la nación, un
porcentaje no superior al 7% de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Regalías y
el producto de la enajenación de activos de las entidades territoriales, pueden seguir
destinándose a tal fin, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 3º de la Ley 617 de 2000,
en el sentido de que tales recursos no pueden destinarse, en ningún caso, a atender gastos de
funcionamiento. En otras palabras, interesa establecer si la constitución de reservas
pensionales o mejor, como dice la Ley 549 de 1999, el cubrimiento o la atención de pasivos
pensionales territoriales, constituye o no un gasto de funcionamiento. El pago de pasivos
pensionales constituye en realidad, un gasto de funcionamiento y no puede considerarse
como gasto de inversión.

...

'Debe entenderse que el impuesto a las transacciones financieras a que se refiere el numeral
1º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999, es el mismo mencionado en el artículo 17 de la Ley
608 de 2000, el cual se encuentra vigente al momento de la expedición del presente concepto,
pero es preciso observar que dicho numeral está derogado conforme se señala en el punto
siguiente.

'Los numerales 1º, 2º, 3º y 7º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999 se encuentran derogados
por el artículo 3º de la Ley 617 de 2000, el cual está vigente a la fecha de expedición del
presente concepto'.

- El Artículo 7o. del Decreto 192 de 2001, 'por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 617
de 2000', publicado en el Diario Oficial No 44.324 del 10 de febrero de 2001, establece en su
versión original:

'ARTÍCULO 7o. DEL DÉFICIT FISCAL A FINANCIAR. ...

'...

'Tampoco se considerarán gastos de funcionamiento las obligaciones correspondientes al
pasivo pensional definido en el parágrafo 1o. del artículo 1o. de la Ley 549 de 1999'.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- El Decreto 955 de 2000 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1403-00 del 19 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. José
Gregorio Hernández. A partir de su promulgación al Gobierno.

- Mediante la Sentencia C-1187-00 de 13 de septiembre de 2000 Magistrado Ponente Dr.
Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional de declaró inhibida de fallar sobre este numeral
por considerar que esta fue derogada por el Decreto 955 de 2000.

Al respecto expone la corte en el fallo:

'Primero: DECLARARSE INHIBIDA, en los términos de esta sentencia, para pronunciarse
en relación con los numerales 1, 2, y 3 del artículo 2o de la ley 549 de 1999, en razón a que
dichos numerales fueron derogados por los artículos 12, 29 inciso 6o, 59 y 98 del Decreto
955 del 26 de mayo del año 2000 'Por el cual se pone en vigencia el plan de inversiones
públicas para los años 1998 a 2002', y que se expidió como consecuencia de la
inexequibilidad del Plan Nacional de Desarrollo conforme a la sentencia C-557-00 del 2000
(M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa)'.

Para este numeral en concreto dispone la Corte en la parte motiva:

... Ahora bien, el artículo 29 último inciso del Decreto 955 del 2000, modificó el destino de
los recursos para el pago de los pasivos pensionales, pues, estableció que para el sector salud
y seguridad social, dentro de los programas de estabilidad financiera, flexibilización
operativa y eficiencia de las empresas sociales del Estado, originados en el ajuste de la
estructura organizacional de las referidas entidades, se deberán cancelar una serie de
indemnizaciones que tienen como origen la supresión de cargos.

En efecto señala el artículo 29 último inciso lo siguiente:

'Las indemnizaciones que se originen por la supresión de cargos a causa del ajuste a la
tipología podrán ser pagadas con los recursos del situado Fiscal y la participación de los
municipios en los ingresos corrientes de la Nación, las rentas cedidas, la venta de servicios y
otros recursos que transfiera el Gobierno Nacional'.

....

'... En efecto, en relación con las normas contenidas en el plan de desarrollo y de inversiones
públicas, es pertinente destacar que la Constitución en su artículo 341 le reconoce una
jerarquía superior a dichas normas, frente a la demás leyes, al preceptuar que: 'el Plan
Nacional de Inversiones se expedirá mediante una ley que tendrá prelación sobre las demás
leyes'

3. <Ver Notas del Editor> Para el año 2000 y siguientes un porcentaje no superior al siete por
ciento (7%) de los recursos del Fondo Nacional de Regalías, y que no comprometan los recursos
de destinación específica de las entidades territoriales. Estos recursos se distribuirán entre las
cuentas de las entidades territoriales con los mismos criterios que se aplican para la distribución
de los recursos de inversión del Fondo Nacional de Regalías.

Notas del Editor



- La modificación introducida al artículo 361 de la C.P por el artículo 1 del Acto Legislativo
5 de 2019, 'por el cual se modifica el artículo 361 de la Constitución Política y se dictan otras
disposiciones sobre el Régimen de Regalías y Compensaciones', publicado en el Diario
Oficial No. 51.178 de 26 de diciembre 2019. (Entrada en vigencia diferida), modificó la
asignación para ahorro pensional.

- Destaca el editor lo dispuesto en el el artículo 2 del Acto Legislativo 5 de 2011, publicado
en el Diario Oficial No. 48.134 de 18 de julio de 2011:

'(...) Los ingresos del Sistema General de Regalías se distribuirán así: un porcentaje
equivalente al 10% para el Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación; un 10% para ahorro
pensional territorial, y hasta un 30% para el Fondo de Ahorro y Estabilización. Los recursos
restantes se distribuirán en un porcentaje equivalente al 20% para las asignaciones directas de
que trata el inciso 2o del presente artículo, y un 80% para los Fondos de Compensación
Regional, y de Desarrollo Regional. Del total de los recursos destinados a estos dos últimos
Fondos, se destinará un porcentaje equivalente al 60% para el Fondo de Compensación
Regional y un 40% para el Fondo de Desarrollo Regional. <subraya el editor>

- El Consejo de Estado en concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil radicado con el
No. 1323 de 2001/02/08, autorizada su publicación el 2001/04/24, menciona (subrayas fuera
del texto original):

'La consulta plantea la cuestión de determinar si cuatro de las fuentes de recursos destinados
a constituir reservas pensionales territoriales, según los numerales 1º 2º, 3º y 7º del artículo 2º
de la Ley 549 de 1999, a saber : el situado fiscal producto del impuesto a las transacciones
financieras, la participación de los municipios en los ingresos corrientes de la nación, un
porcentaje no superior al 7% de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Regalías y
el producto de la enajenación de activos de las entidades territoriales, pueden seguir
destinándose a tal fin, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 3º de la Ley 617 de 2000,
en el sentido de que tales recursos no pueden destinarse, en ningún caso, a atender gastos de
funcionamiento. En otras palabras, interesa establecer si la constitución de reservas
pensionales o mejor, como dice la Ley 549 de 1999, el cubrimiento o la atención de pasivos
pensionales territoriales, constituye o no un gasto de funcionamiento. El pago de pasivos
pensionales constituye en realidad, un gasto de funcionamiento y no puede considerarse
como gasto de inversión.

...

'Debe entenderse que el impuesto a las transacciones financieras a que se refiere el numeral
1º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999, es el mismo mencionado en el artículo 17 de la Ley
608 de 2000, el cual se encuentra vigente al momento de la expedición del presente concepto,
pero es preciso observar que dicho numeral está derogado conforme se señala en el punto
siguiente.

'Los numerales 1º, 2º, 3º y 7º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999 se encuentran derogados
por el artículo 3º de la Ley 617 de 2000, el cual está vigente a la fecha de expedición del
presente concepto'.

- El Artículo 7o. del Decreto 192 de 2001, 'por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 617
de 2000', publicado en el Diario Oficial No 44.324 del 10 de febrero de 2001, establece en su



versión original:

'ARTÍCULO 7o. DEL DÉFICIT FISCAL A FINANCIAR. ...

'...

'Tampoco se considerarán gastos de funcionamiento las obligaciones correspondientes al
pasivo pensional definido en el parágrafo 1o. del artículo 1o. de la Ley 549 de 1999'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- El Decreto 955 de 2000 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1403-00 del 19 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. José
Gregorio Hernández. A partir de su promulgación al Gobierno.

- Mediante la Sentencia C-1187-00 de 13 de septiembre de 2000 Magistrado Ponente Dr.
Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional de declaró inhibida de fallar sobre este numeral
por considerar que esta fue derogada por el Decreto 955 de 2000.

Al respecto expone la corte en el fallo:

'Primero: DECLARARSE INHIBIDA, en los términos de esta sentencia, para pronunciarse
en relación con los numerales 1, 2, y 3 del artículo 2o de la ley 549 de 1999, en razón a que
dichos numerales fueron derogados por los artículos 12, 29 inciso 6o, 59 y 98 del Decreto
955 del 26 de mayo del año 2000 'Por el cual se pone en vigencia el plan de inversiones
públicas para los años 1998 a 2002', y que se expidió como consecuencia de la
inexequibilidad del Plan Nacional de Desarrollo conforme a la sentencia C-557-00 del 2000
(M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa)'.

Para este numeral en concreto dispone la Corte en la parte motiva:

De otra parte, en cuanto al numeral 3o. del art. 2 cuestionado, estima la Corte que también
fue objeto de modificaciones por cuanto el artículo 59 del Decreto  955 de 2000, varió el
destino de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Regalías, conforme a lo
estipulado en el artículo 3 de la ley  344 de 1996.

El artículo 59 señala lo siguiente:

'ARTICULO 59. DESTINACIÓN DE LOS RECURSOS PROVENIENTES DEL FONDO
NACIONAL DE REGALÍAS. El artículo 3o. de la Ley 344 de 1996, quedará así:

'El total de los recursos propios del Fondo Nacional de Regalías, incluyendo los excedentes
financieros y los reaforos que se produzcan, una vez descontadas las asignaciones
contempladas en el artículo 1o., parágrafo 1o., articulo 5o., paragrafo, articulo 8o., numeral
8o., que se elevará al 1% y articulo 30 de la presente ley, se destinará a la promoción de la
minería, a la preservación del medio ambiente y a la financiación de proyectos regionales de
inversión, incluyendo los de la red vial, secundaria y terciaria, aplicando los siguientes
parámetros porcentuales como mínimo:

'20% para el fomento de la minería. 20% para la preservación del medio ambiente. 59% para
la financiación de proyectos regionales de inversión, incluyendo los de la red vial, secundaria



y terciaria definidos como prioritarios en los planes de desarrollo de las respectivas entidades
territoriales. De este porcentaje, no menos del 80% deberá destinarse, para financiar los
proyectos de carácter regional de recuperación, construcción o terminación de la red vial
secundaria y terciaria'.

....

'... En efecto, en relación con las normas contenidas en el plan de desarrollo y de inversiones
públicas, es pertinente destacar que la Constitución en su artículo 341 le reconoce una
jerarquía superior a dichas normas, frente a la demás leyes, al preceptuar que: 'el Plan
Nacional de Inversiones se expedirá mediante una ley que tendrá prelación sobre las demás
leyes'.

Concordancias

Ley 2056 de 2020; Art. 22 Num. 9

Decreto 2281 de 2003

4. El diez por ciento (10%) de los recursos provenientes de privatizaciones nacionales en los
términos del artículo 23 de la Ley 226 de 1995, los cuales se distribuirán por partes iguales entre
el municipio, departamento y distrito, si fuere el caso, en el cual esté ubicada la actividad
principal de la empresa cuyas acciones se enajenen.

Concordancias

Decreto 4597 de 2011  

Decreto 1308 de 2003

Doctrina Concordante

- Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Radicación No. 2206 de 4 de
septiembre de 2014  (Levantada la reserva legal mediante Auto de 7/04/2015), Consejero
Ponente, Dr. Augusto Hernández Becerra.

5. <Numeral derogado por el artículo 160 de la Ley 1151 de 2007>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial
No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

- Artículo derogado por el artículo 276 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario Oficial
No. 48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo,
2010-2014'.

- Numeral derogado por el artículo 160 de la Ley 1151 de 2007, publicada en el Diario
Oficial No. 46.700 de 25 de julio de 2007.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 549 de 1999:

5. Un monto equivalente al diez por ciento (10%) de los recursos que los particulares
inviertan en entidades con participación accionaria mayoritaria de la Nación a título de
capitalización, en los términos del artículo 132 del Plan Nacional de Desarrollo.

De igual forma se incluirá un equivalente al diez por ciento (10%) de los recursos que los
particulares invirtieron en entidades con participación mayoritaria de la Nación en
capitalizaciones en empresas públicas eléctricas en los últimos tres años anteriores a la
vigencia de esta ley.

Estos recursos se incorporarán en el Presupuesto General de la Nación de la siguiente
manera:

a) Cuando se trate de capitalizaciones realizadas con anterioridad a la entrada en vigencia de
la Ley 508 de 1999, se distribuirá entre los presupuestos de la Nación correspondientes a las
tres vigencias fiscales posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley;

b) Cuando se trate de capitalizaciones posteriores a la entrada en vigencia de la Ley 508, se
distribuirán entre los presupuestos de la Nación correspondientes a las tres vigencias fiscales
siguientes a la capitalización.

Concordancias

Decreto 1308 de 2003

  

6. <Ver Notas del Editor> A partir del 1o. de enero del año 2000, el veinte por ciento (20%) de
los bienes cuyo dominio se extinga a favor de la Nación, en virtud de la aplicación de la Ley 333
de 1997 y las normas que la complementen o adicionen. Dichos bienes continuarán siendo
administrados por las autoridades previstas en las disposiciones vigentes, con la participación del
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y deberán ser enajenados para que con su producto y
el de su administración se incremente el valor del Fondo.

Notas del Editor



- En criterio del editor en relación con la vigencia de este numeral, debe tenerse en cuenta
que según lo dispuesto por el Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil,
Radicación No. 1598 de 21 de octubre de 2004 (autorizada publicación 23/11/2004) ,
Consejero Ponente, Dr. Enrique José Arboleda Perdomo, '...El numeral 6° del artículo 2° de
la ley 549 de 1999, fue derogado por la ley 793 de 2002...'

'...el legislador determinó el ingreso de los bienes y recursos objeto de extinción de dominio
al Fondo para la Rehabilitación, Inversión, Social y lucha contra el Crimen Organizado y
atribuyó al Consejo Nacional de Estupefacientes su asignación para fines de inversión social,
seguridad y lucha contra la delincuencia organizada, derogando las destinaciones previstas
por leyes anteriores a su vigencia, como la contenida en la ley 549 a favor del Fonpet, pues
solo conservó la destinación especial a la financiación de programas sociales en el
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina a que se refiere el artículo 23.

'Es claro entonces que la destinación especial de la ley 549, así como la administración de
recursos originados en la extinción de dominio a favor de la Nación a organismos o fondos
diferentes al previsto en el parágrafo del artículo 12, resultan contrarios al contenido y
alcance de la ley nueva, de manera tal que recaen sobre estas disposiciones los efectos
jurídicos derogatorios tácitos, no solo los consagrados por la ley general ( arts. 71 y 72 del
Código Civil ), sino en  particular el previsto por el artículo 22 de la ley 793 de 2002 ...'

Concordancias

Decreto 4597 de 2011  

Decreto 1308 de 2003

  

7. <Ver Notas del Editor> A partir del 1o. de enero del año 2000, el 15% de los ingresos
producto de la enajenación al sector privado de acciones o activos de las entidades territoriales.

Notas del Editor

- El Consejo de Estado en concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil radicado con el
No. 1323 de 2001/02/08, autorizada su publicación el 2001/04/24, menciona (subrayas fuera
del texto original):

'La consulta plantea la cuestión de determinar si cuatro de las fuentes de recursos destinados
a constituir reservas pensionales territoriales, según los numerales 1º 2º, 3º y 7º del artículo 2º
de la Ley 549 de 1999, a saber : el situado fiscal producto del impuesto a las transacciones
financieras, la participación de los municipios en los ingresos corrientes de la nación, un
porcentaje no superior al 7% de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Regalías y
el producto de la enajenación de activos de las entidades territoriales, pueden seguir
destinándose a tal fin, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 3º de la Ley 617 de 2000,
en el sentido de que tales recursos no pueden destinarse, en ningún caso, a atender gastos de
funcionamiento. En otras palabras, interesa establecer si la constitución de reservas
pensionales o mejor, como dice la Ley 549 de 1999, el cubrimiento o la atención de pasivos
pensionales territoriales, constituye o no un gasto de funcionamiento. El pago de pasivos
pensionales constituye en realidad, un gasto de funcionamiento y no puede considerarse



como gasto de inversión.

...

'Debe entenderse que el impuesto a las transacciones financieras a que se refiere el numeral
1º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999, es el mismo mencionado en el artículo 17 de la Ley
608 de 2000, el cual se encuentra vigente al momento de la expedición del presente concepto,
pero es preciso observar que dicho numeral está derogado conforme se señala en el punto
siguiente.

'Los numerales 1º, 2º, 3º y 7º del artículo 2º de la Ley 549 de 1999 se encuentran derogados
por el artículo 3º de la Ley 617 de 2000, el cual está vigente a la fecha de expedición del
presente concepto'.

- El Artículo 7o. del Decreto 192 de 2001, 'por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 617
de 2000', publicado en el Diario Oficial No 44.324 del 10 de febrero de 2001, establece en su
versión original:

'ARTÍCULO 7o. DEL DÉFICIT FISCAL A FINANCIAR. ...

'...

'Tampoco se considerarán gastos de funcionamiento las obligaciones correspondientes al
pasivo pensional definido en el parágrafo 1o. del artículo 1o. de la Ley 549 de 1999'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Numeral 7. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
1187-00 del 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

Concordancias

Decreto 32 de 2005; Art. 4o.

8. <Ver Notas de Vigencia> A partir del 1o. de enero del año 2001, el 20% del producto del
impuesto de registro.

Notas de Vigencia



- El inciso 3o. del artículo 25 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario Oficial No.
48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-
2014', establece:

'ARTÍCULO 25. ...

'El monto del impuesto de registro que se debe incorporar a la base de los ingresos corrientes
de libre destinación de los departamentos para el cálculo del aporte al Fonpet, de acuerdo con
el numeral 9 artículo 2o de la Ley 549 de 1999, se destinará en adelante por dichas entidades
al pago de cuotas partes pensionales.'

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.    

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Numeral 8. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
1187-00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

Concordancias

Decreto 2128 de 2012  

Doctrina Concordante

- Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto No. 1933 de 26 de febrero
de 2009, C.P Dr. Enrique José Arboleda Perdomo. Cálculo de los recursos con destino al
Fondo de Pensiones de las entidades territoriales

9. <Ver Notas de Vigencia> A partir del año 2001, el 5% de los ingresos corrientes de libre
destinación del respectivo departamento. Dicho porcentaje se incrementará anualmente en un
punto porcentual, de tal manera que a partir del año 2006, inclusive, se destine al Fondo el 10%
de los ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial.

Notas de Vigencia



- El inciso 4 del artículo 147 de la Ley 1753 de 2015 -por la cual se expide el Plan Nacional
de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, publicada en el Diario Oficial No.
49.538 de 9 de junio de 2015-, establece:

'A partir de la presente ley el monto del impuesto de registro de que trata el artículo 25 de la
Ley 1450 de 2011 será destinado por las entidades territoriales para el pago de cuotas partes
pensionales y de mesadas pensionales. El valor que no se necesite para el pago de dichas
obligaciones será de libre destinación.'.

- El inciso 3o. del artículo 25 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario Oficial No.
48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-
2014', establece:

'ARTÍCULO 25. ...

'El monto del impuesto de registro que se debe incorporar a la base de los ingresos corrientes
de libre destinación de los departamentos para el cálculo del aporte al Fonpet, de acuerdo con
el numeral 9 artículo 2o de la Ley 549 de 1999, se destinará en adelante por dichas entidades
al pago de cuotas partes pensionales.'

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.    

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Numeral 9. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
1187-00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

Concordancias

Ley 1450 de 2011; Art. 25 Inc. 3o.  

Decreto 2128 de 2012  

Doctrina Concordante

- Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto No. 1933 de 26 de febrero
de 2009, C.P Dr. Enrique José Arboleda Perdomo. Cálculo de los recursos con destino al
Fondo de Pensiones de las entidades territoriales

10. Los ingresos que se obtengan por la explotación del Loto Unico Nacional, el cual organizará
el Gobierno Nacional dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente
ley. Dichos recursos se destinarán a atender el pasivo pensional del sector salud en las entidades
territoriales. Inicialmente los recursos tendrán por objeto cubrir la responsabilidad de
financiamiento de dicho pasivo prevista en la ley 60 de 1993, para lo cual la asignación de los
recursos se distribuirá entre la Nación y las entidades territoriales en la misma proporción en que
deben financiarse estos pasivos pensionales, prevista por el artículo 33 de la Ley 60 de 1993 y las
disposiciones que la adicionen o reformen. Una vez cubierta la responsabilidad de
financiamiento compartida de acuerdo con la mencionada ley, el producto del Loto se destinará a



financiar el resto del pasivo pensional del sector salud, de las entidades territoriales.

11. A partir del año 2001, el 70% del producto del impuesto de timbre nacional.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Numeral 11. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
1187-00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

Concordancias

Decreto 4597 de 2011  

Decreto 1308 de 2003

Resolución MINHACIENDA 3111 de 2013    

Resolución MINHACIENDA 345 de 2013    

Resolución MINHACIENDA 3590 de 2012  

PARAGRAFO 1o. Los recursos señalados en los numerales 5, 6, 10 y 11, cuando vayan a
financiar pasivos de las entidades territoriales, se distribuirán entre los departamentos y distritos
de una parte, y los municipios de otra, en la misma proporción que exista entre los recursos del
situado fiscal y los correspondientes a la participación de los municipios en los ingresos
corrientes de la Nación en cada año. La distribución entre cada uno de los departamentos y
distritos y entre cada uno de los municipios se hará conforme a los mismos criterios previstos en
los numerales 1 y 2 del presente artículo, según sea el caso. Para efectos de los cálculos
correspondientes a la distribución entre los municipios no se tendrán en cuenta los distritos
previstos en la Constitución Política.

Los recursos provenientes de una determinada entidad territorial se destinarán a dicha entidad
territorial.

PARAGRAFO 2o. A partir del 1o. de enero del año 2001, el aporte del impuesto de registro se
podrá incrementar en un medio punto porcentual respecto de las tarifas previstas en la ley.

PARAGRAFO 3o. En todo caso para que se abonen a las entidades territoriales recursos
nacionales, distintos a las transferencias constitucionales, será necesario que las mismas estén
cumpliendo a cabalidad con las normas que rigen el régimen pensional y las obligaciones que le
impone esta ley.

Concordancias



Decreto 630 de 2016  

Decreto 1852 de 2013  

Decreto 4597 de 2011  

Decreto 32 de 2005; Art. 2o.

Decreto 3787 de 2003; Art. 61

Decreto 1308 de 2003; Art. 1; Art. 2

Resolución MINHACIENDA 3111 de 2013    

PARAGRAFO 4o. Las entidades territoriales podrán destinar los recursos que no correspondan
al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales para los Fondos de Pensiones del
nivel territorial o los patrimonios autónomos que tengan constituidos para pensiones.

Concordancias

Decreto 55 de 2009; Art. 4o.  

PARAGRAFO 5o. Los docentes a cargo de los municipios, departamentos, y distritos deberán
estar afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los términos
previstos en las Leyes 91 de 1989, 60 de 1993 y 115 de 1994.

PARAGRAFO 6o. Para el año 2000 el Gobierno Nacional deberá anticipar a las entidades
territoriales (departamentos, distritos y municipios) que tengan pendientes de pago mesadas
atrasadas al 30 de octubre de 1999, el valor correspondiente para cubrir dicha deuda pensional,
descontando el valor del anticipo del mismo año o en los años subsiguientes, de los recursos que
deba girar la Nación al Fonpet en la parte que corresponda a la respectiva cuenta de las entidades
territoriales, tomando en consideración la destinación de estos recursos. El monto total a
anticipar por parte de la Nación no excederá de ochenta mil millones de pesos. Dichos anticipos
se destinarán exclusivamente a pagar las mesadas pensionales atrasadas. El Gobierno
reglamentará la forma y oportunidad en que se acreditará el atraso en las mesadas pensionales en
la fecha mencionada, la fórmula de cálculo del valor correspondiente y la distribución de los
recursos cuando los mismos no alcancen a cubrir la totalidad de las mesadas atrasadas.

Concordancias

Decreto 227 de 2000

PARAGRAFO 7o. En desarrollo de lo previsto en la Ley de Presupuesto del año 2000, en
relación con la inversión que hará el departamento de La Guajira, de conformidad con la Ley 226
de 1995, aclárese lo siguiente:

El 10% del producto de la venta del interés de la Nación y del de sus entidades descentralizadas
en el Cerrejón Zona Norte, se distribuirá así:

Hasta un 50% con destino al Fondo Nacional de Pensiones de las entidades territoriales, creado
por la presente ley, hasta concurrencia del monto del cálculo actuarial de las pensiones y el



remanente, para la ejecución de proyectos de desarrollo regional en el departamento y los
municipios en donde se desarrollan las actividades industriales principales objeto de la
privatización.

PARAGRAFO 8o. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público diseñará y adoptará un modelo
de administración financiera que determinará el monto de recursos que cada ente territorial
deberá transferir anualmente al Fonpet. Dicho modelo tomará en cuenta el nivel de reservas
constituidas, el tamaño de la obligación pensional y el comportamiento esperado de los pagos.
Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, el Ministerio de Hacienda
y Crédito Público deberá diseñar y adoptar el modelo previsto en este parágrafo. A partir de la
fecha en que dicho modelo sea adoptado las entidades territoriales podrán determinar el monto
de sus aportes conforme al mismo, los cuales podrán ser inferiores a los previstos en este artículo
siempre y cuando se cumpla con las metas señaladas en el modelo. Mientras no se haya adoptado
el modelo de administración financiera, deberá cumplirse en su totalidad con los aportes
previstos en este artículo.

Cuando quiera que los aportes de la entidad territorial se reduzcan en virtud de lo dispuesto en
este parágrafo, en la misma proporción se reducirá la participación de la entidad en los ingresos
que la Nación transfiere en desarrollo de esta ley.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 199 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional
de Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el
Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019:

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 199. FINANCIACIÓN DE OBLIGACIONES PENSIONALES CON
RECURSOS DEL FONPET. Adicional a lo establecido en las normas vigentes, con cargo a
los recursos del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (Fonpet) las
entidades territoriales podrán pagar las siguientes obligaciones:

1) La deuda con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) por
concepto del pasivo pensional corriente del Sector Educación.

2) Las cuotas partes pensiónales corrientes de la vigencia en curso, a las entidades públicas
acreedoras.

3) Las mesadas pensionales corrientes de la vigencia a cargo de la administración central
territorial.

Para determinar la cobertura de los pasivos pensionales, las entidades territoriales podrán
girar voluntariamente al Fonpet otros recursos que acumulen para el pago de su pasivo
pensional. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público determinará las instrucciones
operativas para el recibo de estos recursos que tendrán las mismas condiciones de
administración existentes para la cuenta individual de la entidad territorial.

Los recursos que aporte la Nación al Fonpet, y los que se encuentren pendientes por distribuir
de la Nación, destinados a financiar obligaciones pensionales, se distribuirán entre todas las



entidades territoriales que no hayan alcanzado el cubrimiento de su pasivo pensional.

Las entidades territoriales que soliciten el retiro de recursos ahorrados en el Fonpet, deberán
cumplir con la obligación de suministrar la información requerida en el artículo 9o de la Ley
549 de 1999, de lo contrario el Fondo podrá no autorizar el retiro de los mismos.'.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.     

2. El Parágrafo 1o. del Artículo 35 Transitorio de la Ley 756 de 2002 fue modificado por el
Artículo 107 de la Ley 788 de 2002, 'Por la cual se expiden normas en materia tributaria y
penal del orden nacional y territorial; y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 45.046 de 27 de diciembre de 2002.

El texto mencionado en su versión original establece:

ARTÍCULO 107. 'El parágrafo primero del artículo treinta y cinco transitorio de la ley 756 de
2002 quedará así:

“Parágrafo 1o. Por una sola vez, el porcentaje restante del treinta por ciento (30%) de los
recursos de que trata el inciso primero del presente artículo, descontadas las participaciones a
que se refieren los parágrafos segundo y tercero del presente artículo, serán destinados de la
siguiente manera:

a) El noventa por ciento (90%) exclusivamente al pago de la deuda vigente a junio 30 de
2002, debidamente reconocida y causada por el suministro de energía eléctrica, incluyendo
alumbrado público, a los departamentos y municipios, así como a los centros educativos, a
las instituciones de salud, a las empresas de acueducto y de saneamiento básico, que en su
totalidad dependan o estén a cargo de dichas entidades territoriales. El monto de los recursos
a disponer será certificado por el Ministerio de Minas y Energía con fundamento en la
información que presenten las entidades del sector eléctrico.

Los recursos podrán ser girados directamente a los acreedores.

El Gobierno Nacional dentro de los 90 días siguientes a la promulgación de esta ley, hará la
reglamentación pertinente, de conformidad con lo establecido por las normas que regulan la
material <sic> en especial la Ley 383 de 1997, Ley 9a. de 1989, Ley 142 de 1994.

Los desembolsos se efectuarán una vez expedido el decreto reglamentario del presente
artículo y sujeto a la disponibilidad fiscal. Dicho decreto deberá ser expedido dentro de un
término de tres meses prorrogables por otros tres meses;

b) El 10% restante irá exclusivamente a normalizar eléctricamente los sectores urbanos de
invasión, subnormalidad y desplazamiento.

Las empresas distribuidoras de energía en cada región deberán aportar a título gratuito los
diseños de interventoría técnica para la ejecución de los respectivos proyectos de
normalización eléctrica. Este será un requisito indispensable para la asignación de los
recursos. Los proyectos de normalización eléctrica podrán contemplar la acometida a la
vivienda del usuario, incluyendo el contador o sistema de medición del consumo.



Las autoridades de las entidades territoriales de acuerdo con su respectiva competencia
tendrán un plazo de 30 días calendario, siguientes a la entrada en operación del respectivo
proyecto de normalización eléctrica, para expedir los actos administrativos necesarios que
asignen en forma provisional o definitiva el respectivo estrato a fin de que la empresa
distribuidora de energía pueda facturar en forma individualizada el consumo de cada usuario.

La no expedición de los actos administrativos de estratificación provisional o definitiva será
causal de mala conducta y obligará a la entidad territorial a pagar la respectiva factura que
presente la empresa distribuidora de energía sin detrimento de las acciones de repetición a
que haya lugar por causa de esta omisión.

Considérense como inversión social los gastos a que se refiere el presente artículo”.'

1. En criterio del editor para la interpretación de este Artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el Artículo 35 Transitorio de la Ley 756 de 2002, 'Por la cual se modifica la
Ley 141 de 1994, se establecen criterios de distribución y se dictan otras disposiciones',
publicada en el Diario Oficial No. 44.878 de 25 de julio de 2002.

El texto mencionado en su versión original establece:

ARTÍCULO 35. TRANSITORIO. El setenta por ciento (70%) de los recursos de que trata el
artículo 361 de la Constitución Política, que estén siendo administrados por la Dirección
General del Tesoro Nacional y que no hayan sido apropiados en el Fondo Nacional de
Regalías a diciembre 31 de 2001, se destinarán en su totalidad y exclusivamente a la
financiación de proyectos de inversión dirigidos a cubrir el pasivo pensional de las entidades
territoriales, a través del Fondo de Pensiones Territoriales, Fonpet.

Dichos recursos deberán ser administrados por la Dirección General del Tesoro Nacional del
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en una cuenta separada y especial, hasta que sean
transferidos para su administración de conformidad con lo establecido en la Ley 549 de 1999
o la norma que la modifique o adicione, en la forma y oportunidad que establezca el
Gobierno Nacional. Los rendimientos financieros que se generen por la administración
transitoria que lleve a cabo la Dirección General del Tesoro Nacional pertenecen al Fonpet.

La distribución de los recursos a que hace referencia el presente artículo y los requisitos para
acceder a los mismos, se hará de acuerdo con los reglamentos que para el efecto adopte el
Gobierno Nacional.

PARÁGRAFO 1o. El porcentaje restante del treinta por ciento (30%) de los recursos de que
trata el inciso primero del presente artículo, se dividirá en cinco (5) partidas iguales, las
cuales serán distribuidas una por cada anualidad en los cinco (5) años siguientes a la
expedición de la presente ley, y que sumados a los rendimientos financieros de cada
anualidad, se incluirán en el presupuesto anual del Fondo Nacional de Regalías, y serán
distribuidos en los términos previstos por el parágrafo segundo del artículo primero de la Ley
141 de 1994.

PARÁGRAFO 2o. El uno por ciento (1%) de los recursos de que trata el parágrafo 1o. se
destinará al arreglo de carreteras secundarias y terciarias del departamento de Santander, con
la construcción del puente Chirivití, entre los municipios de Galán y Zapatoca.

PARÁGRAFO 3o. El tres por ciento (3%) de los recursos de que trata el parágrafo 1o., se



destinarán a la ejecución de proyectos de saneamiento básico de acueducto y alcantarillado y
desarrollo regional en los municipios de Bojayá y sus áreas de influencia, departamento de
Chocó y el municipio de Vigía del Fuerte y sus áreas de influencia, departamento de
Antioquia.

Concordancias

Ley 2063 de 2020; Art. 38; Art. 42

Decreto Legislativo 444 de 2020; Art. 3o. Num. 2o.; Art. 10; Art. 12 ; Art. 13  ; Art. 14  

Ley 2008 de 2019; Art. 39; Art. 42  

Ley 1940 de 2018; Art. 32; Art. 42; Art. 43; Art. 44; Art. 45; Art. 46     

Ley 1737 de 2014, Art. 49

Ley 1687 de 2013; Art. 48  

Ley 1593 de 2012; Art. 47  

Ley 1485 de 2011; Art. 49  

Ley 1420 de 2010; Art. 50    

Ley 1260 de 2008; Art. 53  

Ley 1169 de 2007; Art. 53  

Ley 1110 de 2006; Arts. 53, 57

Decreto 117 de 2017  

Decreto Único 1068 de 2015; Título 2.12.3    

Decreto 4597 de 2011  

Decreto 55 de 2009

Decreto 4478 de 2006

Decreto 32 de 2005

Decreto 1308 de 2003

ARTICULO 3o. FONDO NACIONAL DE PENSIONES DE LAS ENTIDADES
TERRITORIALES, FONPET. Para efectos de administrar los recursos que se destinan a
garantizar el pago de los pasivos pensionales en los términos de esta ley, créase el Fondo
Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet, como un fondo sin personería
jurídica administrado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el cual tiene como objeto
recaudar y asignar los recursos a las cuentas de los entes territoriales y administrar los recursos a
través de los patrimonios autónomos que se constituyan exclusivamente en las administradoras
de fondos de pensiones y cesantías privadas o públicas, en sociedades fiduciarias privadas o
públicas o en compañías de seguros de vida privadas o públicas que estén facultadas para



administrar los recursos del Sistema General de Pensiones y de los regímenes pensionales
excepcionados del Sistema por ley.

En todo caso la responsabilidad por los pasivos pensionales territoriales corresponderá a la
respectiva entidad territorial. Por consiguiente, el hecho de la creación del Fondo Nacional de
Pensiones de las Entidades Territoriales, de la destinación de recursos nacionales para coadyuvar
a la financiación de tales pasivos o de que por disposición legal la Nación deba realizar aportes
para contribuir al pago de los pasivos pensionales de las entidades del nivel territorial, no implica
que esta asuma la responsabilidad por los mismos.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Inciso 2o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1187-
00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

En dicho Fondo cada una de las entidades territoriales poseerá una cuenta destinada al pago de
sus pasivos pensionales. Los valores registrados en las cuentas pertenecerán a las entidades
territoriales y serán complementarios de los recursos que destinen las entidades territoriales a la
creación de Fondos de Pensiones Territoriales y Patrimonios Autónomos destinados a garantizar
pasivos pensionales de conformidad con las normas vigentes.

Concordancias

Ley 2063 de 2020; Art. 38; Art. 41; Art. 42; Art. 98; Art. 101; Art. 113; Art. 114; Art. 115;
Art. 126

Decreto Legislativo 444 de 2020; Art. 3o. Num. 2o.; Art. 10; Art. 12 ; Art. 13  ; Art. 14  

Ley 2008 de 2019; Art. 39; Art. 41; Art. 42; Art. 107; Art. 110; Art. 137

Ley 1955 de 2019; Art. 199

Ley 1819 de 2016; Art. 357

Ley 1450 de 2011; Art. 25

Decreto 117 de 2017  

Decreto Único 1068 de 2015; Título 2.12.3    

Decreto 849 de 2013  

Decreto 1094 de 2012   

Decreto 2948 de 2010  

Decreto 4478 de 2006

Decreto 1308 de 2003

Decreto 1266 de 2001



Decreto 1044 de 2000

Decreto 227 de 2000

Doctrina Concordante

- Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto No. 1933 de 26 de febrero
de 2009, C.P Dr. Enrique José Arboleda Perdomo. Cálculo de los recursos con destino al
Fondo de Pensiones de las entidades territoriales

ARTICULO 4o. PASIVO PENSIONAL COMO PROYECTO PRIORITARIO. Dentro del
Plan de Desarrollo de la respectiva entidad deberá incluirse como proyecto prioritario la
constitución de las reservas necesarias y su administración a través del Fonpet, para cubrir el
pasivo pensional, en los términos de ley.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1187-
00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

Doctrina Concordante

- Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto No. 1933 de 26 de febrero
de 2009, C.P Dr. Enrique José Arboleda Perdomo. Cálculo de los recursos con destino al
Fondo de Pensiones de las entidades territoriales

ARTICULO 5o. TRANSFERENCIA DE ACTIVOS FIJOS. El Gobierno podrá fijar los
parámetros generales conforme a los cuales el Consejo Directivo del Fondo podrá autorizar que
se entregue a las entidades territoriales un monto de recursos líquidos no superior al treinta por
ciento (30%) del saldo de la cuenta de la entidad, con destino al pago de las obligaciones
pensionales, proveniente de las fuentes de recursos previstas en los numerales 1, 2, 3, 8, 9, 10 y
11 del artículo 2o. de la presente ley. A cambio de estos recursos, se deberán entregar por las
entidades territoriales activos fijos que podrán ser administrados en encargos fiduciarios. Dichos
activos serán enajenados, en la medida en que se requiera, y los recursos allí obtenidos se
transferirán al Fonpet.

Los activos que se entreguen deberán ser enajenables, no se podrán recibir por un monto superior
a su valor en libros y, en todo caso, la entidad territorial deberá obligarse a garantizar la liquidez
de los mismos en el evento en que ello sea necesario. Además, periódicamente deberá
determinarse el valor de mercado de dichos activos y en el evento en que el mismo sea inferior a
aquel por el cual se recibió el bien, la entidad territorial quedará obligada a aportar la diferencia
en la medida en que ello sea necesario para que los recursos en su cuenta cubran el valor del
pasivo pensional de acuerdo con el cálculo actuarial.

Concordancias



Decreto 117 de 2017; Art. 1o. (Art. 2.12.3.8.2.1, Art. 2.12.3.8.2.4)    

Decreto Único 1068 de 2015; Art. 2.12.3.8.2.1; Art. 2.12.3.8.2.4      

Decreto 4105 de 2004; Art. 1; Art. 6; Art. 7; Art. 9   

Decreto 1044 de 2000; Art. 13

 

ARTICULO 6o. RETIRO DE RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE PENSIONES DE
LAS ENTIDADES TERRITORIALES. <Ver Notas del Editor> Sin perjuicio de lo establecido
en el artículo anterior, no se podrán retirar recursos de la cuenta de cada entidad territorial en el
Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales hasta tanto sumado el monto
acumulado en la cuenta territorial en el Fondo Nacional de Pasivos de las Entidades Territoriales
con los recursos que tengan en sus Fondos Territoriales de Pensiones o en sus Patrimonios
Autónomos o en las reservas legalmente constituidas por las entidades descentralizadas o demás
entidades del nivel territorial, se haya cubierto el cien por ciento (100%) del pasivo pensional, de
conformidad con el respectivo cálculo actuarial.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 126 de la Ley 2063 de 2020 'por la cual se decreta el presupuesto de
rentas y recursos de capital y ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1 de enero al 31
de diciembre de 2021', publicada en el Diario Oficial No. 51.512 de 28 de noviembre de
2020.

'ARTÍCULO 126. DESAHORRO DEL FONDO NACIONAL DE PENSIONES DE LAS
ENTIDADES TERRITORIALES FONPET. Las entidades territoriales que hayan alcanzado
la cobertura establecida en el inciso primero del artículo 6o de la Ley 549 de 1999, de su
pasivo pensional en el Sector Propósito General del FONPET, podrán solicitar los recursos
que superen dicho porcentaje con que cuentan en el Fondo Nacional de Pensiones de las
Entidades Territoriales FONPET registrado a 31 de diciembre de 2019 dentro del Sistema de
Información del Fonpet -SIF-, para que sean destinados por la entidad territorial para ejecutar
gastos de inversión y de funcionamiento de la Administración. Para los fines previstos, los
gastos de funcionamiento no podrán ser asumidos con los recursos ahorrados en las Fuentes
de Transferencias del Sistema General de Participaciones, el Sistema General de Regalías y
los recursos de Regalías del régimen anterior.

Los recursos de excedentes de fuente Sistema General de Regalías se deben ejecutar de
acuerdo a las normas vigentes en la materia, en especial se deberá respetar la destinación
prevista en el parágrafo 4 del artículo 361 de la Constitución Política.

PARÁGRAFO 1o. El desahorro a que se refiere el presente artículo incluirá los recursos
excedentes por cubrimiento del pasivo pensional en el Sector Propósito General del
FONPET, el cual solo es aplicable en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades
Territoriales -FONPET- para aquellas Entidades Territoriales que estén cumpliendo con los
requisitos de ley y que no tengan obligaciones pensionales con los Sectores Salud y



Educación en el FONPET o que las tengan financiadas en un 100%.

PARÁGRAFO 2o. Para las entidades territoriales que en la vigencia 2019 hayan enviado al
menos una vez la información de sus historias laborales a PASIVOCOL o que en las tres
últimas vigencias no hayan obtenido cálculo actuarial aprobado en el Ministerio de Hacienda
y Crédito Publico podrán solicitar hasta el 10% de este desahorro, siempre y cuando cumplan
con el porcentaje de cubrimiento del pasivo pensional.

PARAGRAFO 3o. Cuando las Entidades Territoriales no cuenten con la cobertura del pasivo
pensional de los sectores Salud y/o Educación en un 100%, para los efectos del presente
artículo, el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales -FONPET- deberá
realizar la reserva o el traslado de recursos que superen el porcentaje de cobertura establecido
en el Inciso primero del artículo 6o de la Ley 549 de 1999 del sector Propósito General del
FONPET a los citados sectores, hasta cubrir el porcentaje señalado en este parágrafo.

PARÁGRAFO 4o. Para los efectos del presente artículo, el porcentaje de cobertura y la
solicitud de desahorro de excedentes de recursos que superan el porcentaje de cobertura en el
FONPET, se aplicará únicamente para la vigencia 2020, una vez se haya comunicado el
porcentaje de cubrimiento del pasivo pensional y conforme a las instrucciones que expida el
Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

PARÁGRAFO 5o. Las Entidades Territoriales que no hayan cumplido con el suministro de
Información al Programa Paslvocol, con corte a la vigencia Inmediatamente anterior podrán
solicitar eí retiro de recursos para el saneamiento de sus obligaciones pensionales dentro de
la vigencia 2020.

Lo dispuesto en esta disposición regirá a partir de la publicación de la presente ley.'

1. En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 9 del Decreto Legislativo 678 de 2020, 'por medio del cual se
establecen medidas para la gestión tributaria, financiera y presupuestal de las entidades
territoriales, en el marco de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada
mediante el Decreto 637 de 2020', publicado en el Diario Oficial No. 51.320 de 20 de mayo
de 2020.

'ARTÍCULO 9o. DESAHORRO DEL FONDO NACIONAL DE PENSIONES DE LAS
ENTIDADES TERRITORIALES (FONPET). <Artículo INEXEQUIBLE> Las entidades
territoriales que hayan alcanzado una cobertura igual o superior al 80% de su pasivo
pensional en el sector central, podrán solicitar independientemente de las fuentes de dicho
sector, los recursos que superen dicho porcentaje con que cuentan en el Fondo Nacional de
Pensiones de las Entidades Territoriales (Fonpet) registrado a 31 de diciembre de 2019
dentro del Sistema de Información del Fonpet (SIF), para que sean destinados por la entidad
titular para los gastos en que incurra dentro de la vigencia 2020.

Los recursos del desahorro extraordinario del Fonpet que hayan sido solicitados en la
vigencia 2020 podrán ser utilizados inicialmente por las entidades territoriales para conjurar
los efectos que motivaron la declaratoria de Emergencia Económica, Social y Ecológica a
que hace referencia el Decreto 637 del 6 de mayo de 2020, para los gastos de funcionamiento
y de inversión.

PARÁGRAFO 1o. El retiro extraordinario a que se refiere el presente artículo incluirá los



recursos excedentes por cubrimiento del pasivo pensional en. el sector propósito general, el
cual solo es aplicable en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales
(Fonpet) para aquellas Entidades Territoriales que estén cumpliendo con los requisitos de ley
y que no tengan obligaciones pensionales con los sectores salud y educación o que las tengan
plenamente financiadas, una vez hayan efectuado la reserva necesaria.

PARÁGRAFO 2o. Cuando las Entidades Territoriales no cuenten con la cobertura del pasivo
pensional de los sectores Salud y/o Educación de acuerdo con las normas vigentes, para los
efectos del presente artículo, el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales
(Fonpet) deberá realizar el traslado de recursos que superen el porcentaje del 80% del sector
Propósito General a los citados sectores.

PARÁGRAFO 3o. Las entidades territoriales que en las tres últimas vigencias no hayan
obtenido cálculo actuarial aprobado en Pasivocol, solo podrán hacer desahorro extraordinario
de un 3% de los excedentes sobre una cobertura del Pasivo del Sector Central del 80%.

PARÁGRAFO 4o. Para los efectos del presente artículo, el porcentaje de cobertura y la
solicitud de retiro extraordinario de recursos en el Fonpet, se aplicará únicamente para la
vigencia 2020, una vez se haya comunicado el porcentaje de cubrimiento del pasivo
pensional y conforme a las instrucciones que expida el Ministerio de Hacienda y Crédito
Público.'.

---

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-448-
20 de 15 de octubre de 2020, Magistrada Ponente Dra. Cristina Pardo Schlesinger.

Cumplido dicho monto, la entidad podrá destinar los recursos del Fondo al pago de pasivos
pensionales, siempre y cuando, en todo caso el saldo de la cuenta en el Fonpet, en los Fondos
Territoriales de Pensiones, en los Patrimonios Autónomos que tengan constituidos o las reservas
constituidas por las entidades descentralizadas u otras entidades del nivel territorial, cubra el
cálculo del pasivo pensional total de la entidad.

Mientras la suma de estos saldos, no cubra dicho cálculo, la entidad deberá cubrir sus pasivos
pensionales exigibles con los recursos del Fondo Territorial de Pensiones, el Patrimonio
Autónomo constituido, las reservas constituidas con ese fin, o con otros recursos.

El Fondo Territorial de Pensiones y los patrimonios autónomos constituidos para garantizar
pasivos pensionales de acuerdo con la Ley 100 de 1993 y disposiciones complementarias, podrán
administrarse conjuntamente en un patrimonio autónomo único y su administración estará a
cargo de sociedades fiduciarias, administradoras de fondos de pensiones.

Así mismo, cuando los pasivos pensionales, de una entidad estén cubiertos, los recursos a que se
refiere el artículo 2o. de esta ley que se causen a partir de dicha fecha podrán ser destinados por
la entidad titular de los mismos a los fines que correspondan de acuerdo con las leyes que
regulan la destinación de cada uno de estos recursos. En todo caso, si el pasivo deja de estar
adecuadamente cubierto deberán destinarse los recursos nuevamente a la financiación de la
cuenta de la entidad en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Públicas Territoriales.
Los recursos nacionales a que se refiere la ley, se distribuirán entre las cuentas de las entidades
que no tengan cubierto todo su pasivo.



Los rendimientos financieros que generen los recursos del Fonpet se distribuirán entre las
cuentas de las entidades territoriales aportantes, a prorrata del valor de las mismas y en
consecuencia se sujetarán a lo previsto en la presente ley.

Concordancias

Decreto 117 de 2017; Art. 1o. (Art. 2.12.3.8.1.1)  

Decreto 630 de 2016  

Decreto 1658 de 2015    

Decreto Único 1068 de 2015; Art. 2.12.3.8.1.1    

Decreto 2689 de 2014

Decreto 2191 de 2013

Decreto 4105 de 2004; Art. 1; Art. 11  

ARTICULO 7o. REGLAS PARA EL FUNCIONAMIENTO DEL FONDO NACIONAL DE
PENSIONES DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES. Para el funcionamiento del Fondo
Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

1. El Fondo registrará los recursos en cuentas separadas correspondientes a cada entidad
territorial.

2. Los recursos que correspondan a cada entidad se registrarán en su respectiva cuenta.

3. Dentro de la cuenta asignada a cada entidad territorial, el Fondo asignará subcuentas
correspondientes a los diferentes sectores que generan pasivos pensionales que tengan fuentes de
financiación específicas.

4. Los recursos se administrarán a través de Patrimonios Autónomos que constituirá el Fondo
Nacional de Pensiones de las Entidades Públicas Territoriales en las sociedades administradoras
de fondos de pensiones y cesantías, en sociedades fiduciarias o en compañías de seguros de vida
que sean seleccionadas a través de un proceso de licitación pública, la cual se adelantará
conforme a lo previsto por la Ley 80 de 1993. Para efectos de dicha licitación las cuentas de las
entidades territoriales en el Fondo podrán agruparse en la forma que determine el Gobierno con
el fin de que se pueda contar con varias entidades administradoras. En todo caso, las entidades
deberán cumplir los índices de solvencia que determine el Gobierno Nacional.

5. La rentabilidad mínima de los Patrimonios Autónomos que se constituyan para la
administración de los recursos del Fondo Nacional de Pensiones de Entidades Territoriales será
equivalente al promedio ponderado de la rentabilidad generada por todos los patrimonios
autónomos participantes, disminuida en el diez por ciento (10%), de acuerdo con la
reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Los recursos de dichos Patrimonios
Autónomos se invertirán teniendo en cuenta las reglas previstas para la inversión de las reservas
del régimen de ahorro individual con solidaridad, de conformidad con la reglamentación que
expida el Gobierno Nacional, con el fin de preservar su rentabilidad y seguridad. En ningún caso
los recursos del Fondo podrán destinarse a fines distintos a financiar los pasivos pensionales de
las entidades territoriales en los términos y condiciones previstos en esta ley.



Concordancias

Decreto 1913 de 2018; Art. 2 (2.12.3.19.1)

Decreto 117 de 2017; Art. 1 (2.12.3.19.1)

Decreto 2955 de 2010  

Decreto 2948 de 2010; Art. 1o.  

Decreto 4478 de 2006; Art. 9o.  

Decreto 32 de 2005; Art. 1o.

Decreto 1266 de 2001; Art. 3o.

6. Para efectos de establecer la comisión de administración se tendrá en cuenta la rentabilidad del
portafolio administrado y se pagará con cargo a los recursos que se transfieran del Presupuesto
General de la Nación.

Concordancias

Ley 1450 de 2011; Art. 25

Decreto 1913 de 2018; Art. 1 (Art. 2.12.3.13.3)

Decreto 117 de 2017; Art. 1o. (Art. 2.12.3.11.2)  

Decreto Único 1068 de 2015; Art. 2.12.3.11.2; Art. 2.12.3.13.3

7. El Treinta por ciento (30%) de los recursos administrados serán invertidos en Bonos
Hipotecarios o que tengan como finalidad la financiación de vivienda, emitidos por los
establecimientos de crédito debidamente autorizados para la financiación de vivienda, con el fin
de que dichos establecimientos creen líneas de crédito especiales para financiar adquisición de
vivienda, de acuerdo con la reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno Nacional.

Concordancias

Decreto 1913 de 2018

Decreto 117 de 2017

Decreto 2948 de 2010  

Decreto 1266 de 2001

Decreto 1044 de 2000

ARTICULO 8o. COMITE DIRECTIVO DEL FONDO. El Fondo tendrá un Comité Directivo
conformado de la siguiente manera:

El Ministro de Hacienda y Crédito Público, quien lo presidirá, o su delegado, el Ministro de
Trabajo y Seguridad Social o su delegado, el Director del Departamento Nacional de Planeación



o su delegado, el Ministro del Interior o su delegado, dos representantes de los departamentos,
dos representantes de los municipios, un representante de los distritos y un representante de los
pensionados designado por los presidentes de las organizaciones de pensionados de las entidades
territoriales, que estén en vigencia legal.

El Comité Directivo del Fondo tendrá las siguientes funciones:

1. Determinar las políticas generales de administración del Fondo de acuerdo con la ley.

2. Aprobar los estados financieros del Fondo.

3. Aprobar la sustitución de activos por parte de entidades territoriales de conformidad con el
artículo 5o. de esta ley.

4. Darse su propio reglamento.

Concordancias

Decreto 4478 de 2006; Art. 5  

ARTICULO 9o. CALCULOS ACTUARIALES. Para el cumplimiento de la presente ley,
deberá elaborarse un cálculo actuarial respecto de cada entidad territorial y sus entidades
descentralizadas de acuerdo con la metodología y dentro del programa que diseñe la Nación-
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con cargo a sus recursos. Este programa deberá
comprender el levantamiento de historias laborales y el cálculo del pasivo y podrá contar con la
participación de los departamentos en la coordinación de sus municipios.

La Contaduría General de la Nación verificará la existencia de los recursos y reservas necesarios
para responder por los pasivos pensionales en la forma prevista en la presente ley.

Concordancias

Decreto 117 de 2017  

Decreto Único 1068 de 2015; Capítulo 2.12.3.3    

Decreto 1094 de 2012   

Decreto 4597 de 2011  

Decreto 32 de 2005; Art. 3

Decreto 1308 de 2003; Art. 3 Num. 2o.

ARTICULO 10. OBLIGACIÓN DE REALIZAR LOS TRÁMITES PARA GARANTIZAR
EL PAGO DEL PASIVO PENSIONAL. Constituye falta gravísima el no adelantar todos los
trámites necesarios para cubrir el pasivo pensional en la forma prevista en esta ley.

Corresponde a la entidad territorial realizar el giro de los recursos al Fondo Nacional de
Pensiones de las Entidades Territoriales cuando quiera que dichos recursos sean generados por la
misma entidad territorial. Cuando dichos recursos deban ser girados por el Ministerio de
Hacienda y Crédito Público, éste descontará y girará directa e inmediatamente los recursos al
Fonpet.



Igualmente, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público podrá actuar como juez con jurisdicción
coactiva para obtener la transferencia de los recursos correspondientes de la entidad territorial,
sus órganos descentralizados y demás entidades del nivel territorial. Para estos efectos los
recursos correspondientes podrán ser embargados por dicho Ministerio. Lo dispuesto en este
inciso es sin perjuicio de lo previsto en la Ley Orgánica de Presupuesto.

Concordancias

Ley 1819 de 2016; Art. 357

Decreto 4105 de 2004; Art. 20  

ARTICULO 11. PARTICIPACIÓN DE LAS TRANSFERENCIAS MUNICIPALES PARA
LOS SECTORES SOCIALES. Adiciónese un nuevo numeral al artículo 21 de la Ley 60 de
1993, que será el numeral 16. En consecuencia los numerales 16 y 17 del artículo 21 de la Ley 60
de 1993, quedarán así:

16. Cubrimiento de los pasivos pensionales de la respectiva entidad a través del Fondo Nacional
de Pensiones de las Entidades Territoriales.

17. En otros sectores que el Conpes social estime conveniente y a solicitud de la Federación
Colombiana de Municipios.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1187-
00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

ARTICULO 12. MODIFICACION DEL ARTICULO 22 DE LA LEY 60 DE 1993.
Adiciónase el siguiente numeral al artículo 22 de la Ley 60 de 1993:

7. En cubrimiento de los pasivos pensionales de la respectiva entidad a través del Fondo
Nacional de Pensiones de las Entidades Públicas Territoriales Fonpet, para lo cual se destinará el
incremento porcentual previsto por la Constitución Política a partir del año 2000.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1187-
00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

CAPITULO II.

DISPOSICIONES FINALES

ARTICULO 13. MARCO PRESUPUESTAL DE LA NEGOCIACION COLECTIVA.
<Artículo INEXEQUIBLE>



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
1187-00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 549 de 1999:

ARTICULO 13. Se requerirá autorización previa de la asamblea departamental o el concejo
distrital o municipal para celebrar pactos o convenciones colectivas de las entidades
territoriales o sus descentralizadas que comprometan recursos de más de una vigencia fiscal.

En todo caso, en concordancia con lo dispuesto en la Ley 100 de 1993, cuando quiera que se
asuman obligaciones pensionales adicionales a las previstas en el Sistema de Seguridad
Social, la entidad pública deberá constituir patrimonios autónomos o contratar con una
compañía de seguros o entidad facultada para el efecto, de tal forma que se garantice el pago
correspondiente en la forma, oportunidad y en las condiciones que determine el Gobierno
Nacional. Estos mecanismos deberán preverse en el acuerdo por el cual se asuman las
obligaciones adicionales so pena de ineficacia. Para tal efecto deberán elaborarse los estudios
actuariales correspondientes en la forma que señale el Ministerio de Hacienda y Crédito
Público.

ARTICULO 14. DENUNCIA DE LAS CONVENCIONES O PACTOS COLECTIVOS.
<Artículo INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
1187-00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 549 de 1999:

ARTICULO 14. De conformidad con la Ley 100 de 1993, todos los órganos estatales
inclusive los que se encuentren en proceso de liquidación deberán denunciar las
convenciones y pactos colectivos de trabajo que no se ajusten a los principios y reglas de la
Ley 100 de 1993, con el fin de que las mismas se sujeten al régimen pensional previsto en la
ley.

ARTICULO 15. RESTRICCION AL APOYO FINANCIERO DE LA NACION. <Artículo
CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Prohíbese a la Nación otorgar apoyos financieros
directos o indirectos a las entidades territoriales y a las demás entidades públicas del nivel
territorial que no cumplan las disposiciones de la presente ley, en consecuencia a ellas no se les
podrá conceder créditos con recursos de la Nación, cofinanciar proyectos, autorizar o garantizar
operaciones de crédito público o transferir cualquier clase de recursos, distintos a los señalados
en la Constitución Política.



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Artículo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1187-00 de 13 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz. '... bajo el entendido que la prohibición del apoyo financiero directo o indirecto
de la Nación a los entes territoriales y a las demás entidades públicas del nivel territorial que
no cumplan con las disposiciones de la ley 549 de 1999, consistente en la no concesión de
créditos con recursos de la Nación, para cofinanciar proyectos, autorizar o garantizar
operaciones de crédito público o transferir cualquier clase de recursos, está limitada
únicamente a aquellos recursos para financiar el pasivo pensional de la respectiva entidad
territorial, y no para otros aspectos en donde el ente territorial requiera apoyo financiero de la
Nación, conforme a la Constitución y la ley.'

Concordancias

Decreto 227 de 2000; Art. 10

ARTICULO 16. INFORMACION Y RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA. Con el fin de
asegurar el seguimiento del cumplimiento de las obligaciones en materia pensional de las
entidades territoriales, las mismas deberán remitir con la periodicidad que indique el Gobierno
Nacional al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la información que se requiera para el
efecto.

Constituye falta gravísima la violación de lo dispuesto en esta ley.

Concordancias

Decreto 32 de 2005; Art. 3

Decreto 1308 de 2003; Art. 3 Num. 3o.

  

ARTICULO 17. BONOS PENSIONALES. <Aparte subrayado EXEQUIBLE> Los bonos
pensionales que expidan las Entidades Territoriales y demás Entidades Públicas al Instituto de
Seguros Sociales, se liquidarán calculando el valor presente, a la fecha de traslado, del capital
necesario para financiar una pensión de vejez, con las condiciones de edad, monto porcentual y
tiempo, del régimen que se le aplique, disminuido en el valor presente a la fecha de traslado, de
las cotizaciones que se espera efectúe el afiliado a la administradora entre la fecha de traslado y
la fecha en que adquiera el derecho, actualizadas y capitalizadas. Para todos los cálculos se
utilizará un interés técnico real efectivo anual del cuatro por ciento (4%); los factores actuariales
serán calculados con los mismos parámetros técnicos del Régimen de Ahorro Individual
calculados al cuatro por ciento (4%) real efectivo anual. Los bonos así determinados devengarán
un interés equivalente al DTF pensional calculado como IPC más cuatro (4) puntos reales, entre
la fecha de traslado y la fecha de pago.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-262-01 de  7 de marzo de 2001,  Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Renteria,
'únicamente en cuanto al vicio de trámite analizado, esto es, que dicha disposición sí fue
objeto de consideración por parte de una Comisión Accidental. '

El salario a fecha base (junio 30 de 1992 o fecha inmediatamente anterior si a dicha fecha no
estaba activo) para calcular los bonos pensionales se determinará tomando los mismos factores
salariales que se utilicen para el reconocimiento de la pensión, en el Régimen de pensiones de la
Ley 100 de 1993. El salario así determinado se actualizará hasta la fecha de traslado, con el
índice de precios al consumidor certificado por el DANE. Los mismos factores se utilizarán para
el reconocimiento de la pensión.

En todo caso el emisor y cada contribuyente responderán cada uno por su cuota parte en el bono,
para lo cual los bonos podrán emitirse a través de cupones. En el caso del Régimen de Ahorro
Individual podrá preverse el fraccionamiento del bono en la forma que determine el Gobierno. El
Gobierno Nacional determinará las reglas generales conforme a las cuales en casos
excepcionales, la administradora podrá autorizar el pago de los bonos o cuotas partes de los
mismos a plazos, mediante anualidades anticipadas, en un plazo no mayor de cinco (5) años, y
previo el otorgamiento de las garantías suficientes. El representante legal de la entidad que
incumpla en el pago de su obligación, incurra en causal de mala conducta. Para la financiación
aquí prevista, se utilizará la rentabilidad certificada por la Superintendencia Bancaria para el
Fondo de Pensiones a que esté afiliado el titular del respectivo bono.

<Aparte subrayado EXEQUIBLE> Sin perjuicio de los requisitos para acceder a la pensión en el
régimen de transición, todos los tiempos laborados o cotizados en el sector público y los
cotizados al ISS serán utilizados para financiar la pensión. Cuando algún tiempo no se incluya
para el reconocimiento de la pensión y por ello no se incluya en el cálculo del bono pensional o
no proceda la expedición de bono, se entregará a quien reconozca la pensión, por parte de la
entidad que recibió las cotizaciones o aquella en la cual prestó servicios sin aportes, el valor
equivalente a las cotizaciones para pensión de vejez que efectuó o hubiere efectuado al Régimen
de Invalidez, Vejez y Muerte del ISS, actualizados con el DTF pensional. En estos casos, cuando
los tiempos laborados con el sector público, sean anteriores a 1967, dicho valor se calculará con
el porcentaje de cotización para pensión de vejez que regía para el año 1967, descontándose
dicho monto del valor del bono a que haya lugar. En el caso de las pensiones en régimen de
transición del sector público reconocidas por el ISS se descontará del valor del bono los aportes
realizados al ISS, antes de la fecha de traslado, actualizados en la forma aquí prevista.

Notas de Vigencia

Corte Constitucional

- Apartes subrayados declarados EXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-262-01 de  7 de marzo de 2001,  Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Renteria,
únicamente por los cargos analizados en esta sentencia y de acuerdo con la interpretación
hecha por la Corte en la parte motiva.

'Aunque la demandante acusa gran parte del inciso cuarto del artículo 17, por infringir el



derecho al trabajo y los beneficios que de él se derivan, el concepto de violación lo dirige
exclusivamente contra el aparte que establece: 'Cuando algún tiempo no se incluya para el
reconocimiento de la pensión y por ello no se incluya en el cálculo del bono pensional o no
proceda la expedición de bono, se entregará a quien reconozca la pensión, por parte de la
entidad que recibió las cotizaciones o aquella en la cual prestó sus servicios sin aportes, el
valor equivalente a las cotizaciones para pensión de vejez que efectuó o hubiere efectuado al
régimen de invalidez, vejez y muerte del ISS, actualizados con el DTF pensional'. En
consecuencia, la Corte se pronunciará únicamente sobre aquél y se inhibirá para emitir
pronunciamiento de fondo sobre el resto de la disposición acusada, por carecer de concepto
de violación.

El cargo central formulado en la demanda contra tal disposición se explica así: 'las
vinculaciones laborales y cotizaciones no utilizadas para bono, que generaban una prestación
adicional, se pierden en beneficio de la entidad a la que el trabajador no aportó pero que es a
la que le corresponde reconocer la pensión, y lo más gravoso es que esos aportes del
trabajador se trasladan a la entidad reconocedora de la pensión sin que tal hecho incida
favorablemente en el derecho pensional'. Es ésta una inconstitucionalidad por omisión, pues
lo que la demandante aduce es que el legislador no dispuso expresamente que el valor de
esos aportes deba ser entregado al trabajador, sino a la entidad encargada de reconocer la
pensión. No comparte la Corte el criterio de la actora, por las razones que presentan a
continuación.

Cuando de la disposición demandada surgen distintas interpretaciones, la Corte
Constitucional, como órgano encargado de ejercer el control constitucional, debe analizarlas
y definir cuáles de ellas se adecuan al ordenamiento superior y cuáles no. En estos eventos la
Corte debe proceder a dictar una sentencia interpretativa, declarando cuál es el entendimiento
de la norma que debe mantenerse en el ordenamiento positivo, desechando las demás. En
efecto:

'La Corte ha señalado que si una disposición legal está sujeta a diversas interpretaciones por
los operadores jurídicos pero todas ellas se adecúan a la Carta, debe la Corte limitarse a
establecer la exequibilidad de la disposición controlada sin que pueda establecer, con fuerza
de cosa juzgada constitucional, el sentido de la norma legal, ya que tal tarea corresponde a
los jueces ordinarios.  Pero si la disposición legal admite varias interpretaciones, de las
cuales algunas violan la Carta pero otras se adecúan a ella, entonces corresponde a la Corte
proferir una constitucionalidad condicionada o sentencia interpretativa que establezca cuáles
sentidos de la disposición acusada se mantienen dentro del ordenamiento jurídico y cuáles no
son legítimos constitucionalmente. En este caso, la Corte analiza la disposición acusada
como una proposición normativa compleja que está integrada por otras proposiciones
normativas simples, de las cuáles algunas, individualmente, no son admisibles, por lo cual
ellas son retiradas del ordenamiento.  En ese orden de ideas, la Corte debe entrar a definir,
con base en argumentos constitucionales, si ambas interpretaciones son admisibles o no. El
estudio y decisión de la Corte Constitucional, como órgano encargado de salvaguardar la
integridad de la Carta, no sólo se limita a la simple confrontación exegética de la norma legal
y la Constitución, sino que su labor hermenéutica exige dilucidar los distintos sentidos
posibles de los supuestos impugnados, las interpretaciones que resultan intolerables y los
efectos jurídicos diversos o equívocos que contrarían la Constitución.

En el presente caso, la disposición impugnada podría tener dos interpretaciones, una



violatoria de la Constitución y otra acorde con ella. Si se interpreta que el tiempo que no se
incluye para el reconocimiento de la pensión, ya sea por error u otra circunstancia no
imputable al trabajador, no se tiene en cuenta para liquidar la pensión del aportante, ello
implicaría una lesión de los derechos del trabajador que cumplidamente efectuó las
cotizaciones establecidas en la ley para acceder a una pensión, lo cual violaría los artículos
25, 53 y 58 del Estatuto Superior, evento en el cual el perjudicado tendría que iniciar las
acciones legales establecidas para hacer valer sus derechos.

Sin embargo, considera la Corte que éste no es el correcto entendimiento de la norma
acusada, pues los aportes que allí se regulan son los que el trabajador realiza después de
haber cumplido los requisitos de edad, tiempo de servicio y semanas cotizadas para acceder a
una determinada pensión y, por tanto, le ha sido reconocida, de ahí que en tal precepto se
haga referencia al tiempo no incluido para el reconocimiento de la pensión. Es decir, aquellos
aportes o cotizaciones realizados por los servidores públicos por fuera del límite de tiempo
establecido en las normas legales para tener derecho a una pensión. Esta la razón para que se
consagre que esas cotizaciones, que se podrían denominar extras, se remitan a la entidad que
reconoció la pensión por parte de la entidad que las recibió o aquella en la cual el trabajador
prestó sus servicios sin hacer aportes.

Ilustremos el caso con un ejemplo: una persona labora en el sector público 15 años y en el
sector privado 8 años, para un total de 23 años, períodos que son acumulables para efectos de
pensión. Según el régimen general de pensiones esa persona se pensionaría a los veinte años
de servicio y cincuenta y cinco años de edad si es mujer o 60 si es hombre, y efectivamente
así sucede. Sin embargo, no se incluyó, es decir, no se tuvieron en cuenta para efectos del
reconocimiento de su pensión los aportes que efectuó durante los 3 años que laboró demás,
pues como era obvio no se requería. Esos aportes deben remitirse a la entidad encargada de
reconocer las pensiones, ya sea el ISS, o las Cajas o Fondos Públicos existentes antes de regir
la ley 100 de 1993, pues están destinados a financiar las pensiones de todos los afiliados al
régimen de seguridad social correspondiente.  

Bajo esta interpretación se procederá a resolver la demanda.

En primer término, considera la Corte que la demandante parte de un supuesto erróneo, dado
que la norma acusada se refiere a los bonos pensionales que expidan las entidades
territoriales y demás entidades públicas al Instituto de Seguros Sociales, lo que quiere decir,
que corresponden a aportes efectuados por servidores estatales y no privados.

En segundo lugar, cabe aclarar que la 'indemnización sustitutiva', contrario a lo que afirma la
actora, no constituye una devolución de los aportes al trabajador ni en el sector privado ni en
el público, pues dicha figura tanto para los empleados públicos que se rigen por la ley 100 de
1993 y los privados afiliados al ISS (Acuerdo del ISS No. 49 de 1990) tiene una finalidad
distinta y a ella sólo acceden las personas que cumplan los supuestos allí consagrados.
Veamos:

'Artículo 14. Acuerdo ISS No. 49/90. Las personas que habiendo cumplido las edades
mínimas exigidas para adquirir el derecho a la pensión de vejez, se retiraren definitivamente
de las actividades sujetas al Seguro Social y no hubieren acreditado el número de semanas
de cotización requeridas para que tal derecho se cause, percibirán en sustitución, por cada
veinticinco (25) semanas de cotización acreditadas, una indemnización equivalente a una
mensualidad de la pensión por invalidez permanente o total que les hubiere correspondido en



el supuesto de haberse invalidado al cumplimiento de la respectiva edad.

Para conceder esta indemnización se requiere, que no hayan transcurrido mas de 10 años
entre el período a que corresponde la última cotización acreditada y la fecha de cumplimiento
de las edades para adquirir el derecho a la pensión de vejez, y que el asegurado tenga
acreditadas no menos de 100 semanas de cotización.

Parágrafo. Las personas que en cualquier tiempo reciban la indemnización de que trata este
artículo, no podrán ser inscritas nuevamente en el seguro de vejez, invalidez y muerte. Las
semanas tenidas en cuenta para efectos de la indemnización, no se computarán para la
pensión de jubilación por aportes de que trata la ley 71 de 1988.'

De otra parte, la ley 100 de 1993 en el artículo 37, consagra tal indemnización así:

'Las personas que habiendo cumplido edad para la pensión de vejez no hayan cotizado el
mínimo de semanas exigidas y declaren su imposibilidad de continuar cotizando, tendrán
derecho a recibir en sustitución, una indemnización equivalente a una salario base de
liquidación promedio semanal multiplicado por el número de semanas cotizadas; al resultado
así obtenido se le aplica el promedio ponderado de los porcentajes sobre los cuales haya
cotizado el afiliado.'  

En tercer lugar, debe tenerse en cuenta que cuando los afiliados al sistema de seguridad
social se trasladan del régimen de prima media con prestación definida al de ahorro
individual, hay lugar al reconocimiento de bonos pensionales en los términos previstos en los
artículos 113 y ss. de la ley 100/93.

Tienen derecho a bono, según el artículo 115 del mismo ordenamiento, quienes antes de
afiliarse al régimen de ahorro individual cumplan alguno de estos requisitos:

Que hubiesen efectuado cotizaciones al ISS, Cajas o Fondos de Previsión del sector público.

Que hubiesen estado vinculados al Estado o a sus entidades descentralizadas como servidores
públicos.

Que estén vinculados mediante contrato de trabajo con empresas que tienen a su cargo el
reconocimiento y pago de la pensión.

Que hubiesen estado afiliados a cajas pensionales del sector privado que tienen a su cargo
exclusivo el reconocimiento y pago de pensiones.

No tienen derecho a bono pensional, los afiliados señalados en el literal a), que al momento
del traslado hubiesen cotizado menos de 150 semanas.

Ahora bien: que los aportes que no se incluyan en el bono pensional o aquellos en los que no
procede la expedición del bono, deban entregarse a quien reconozca la pensión y no al
trabajador que los hubiera hecho, no infringe el ordenamiento superior, pues los aportes para
pensión, efectuados por los servidores públicos pertenecientes al régimen de prima media
con prestación definida, administrado por el ISS y las Cajas o Fondos del sector público
existentes antes de expedirse la ley 100/93, son recursos de carácter público que ingresan a
un fondo común de naturaleza públic, según lo dispuesto en el artículo 32-b) de la ley
100/93, y están destinados al pago de las prestaciones pensionales. En consecuencia, dichos
recursos no se podrán destinar ni utilizar para fines diferentes a la Seguridad Social, como



expresamente se establece en el penúltimo inciso del artículo 48 de la Constitución, al
estatuir que 'No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad
Social para fines diferentes a ella'.

Esta la razón para que la Corte haya afirmado, al declarar la constitucionalidad del aparte
citado del artículo 32-b), que la naturaleza misma de los aportes que conforman el fondo
común 'en ningún momento puede implicar que la Nación pueda apropiarse de estos recursos
ni mucho menos, que puedan recibir el tratamiento que se da a los ingresos ordinarios del
Estado. La Corte entiende que la definición que el inciso acusado hace del fondo común en el
régimen de prima media con prestación definida como de naturaleza pública, es para denotar
su contraposición con el régimen de ahorro individual, donde cada afiliado posee su cuenta
de ahorro individual y como tal, su aporte no es utilizado para garantizar las pensiones de
otros afiliados.

Por otra parte, es necesario aclarar que no se puede confundir el derecho adquirido a la
pensión con las denominadas meras expectativas. En efecto: se tiene un derecho adquirido a
la pensión cuando el trabajador ha cumplido con todos y cada uno de los requisitos
establecidos en la ley, según el régimen al que pertenezca, para acceder a ella, esto es, edad,
tiempo de servicios y cotizaciones. Cuando el trabajador no ha cumplido aún tales requisitos,
no se puede hablar de derecho adquirido sino de una mera expectativa, que se convierte en
derecho cuando aquél cumpla la condición faltante.

Los aportes que un trabajador público realiza para pensión, en el régimen de prima media con
prestación definida, ingresan al Sistema General de Pensiones, cuyo objetivo es 'garantizar a
la población, el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la
muerte, mediante el reconocimiento de pensiones y prestaciones que se fijan en la ley, así
como propender por la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no
cubiertos con un sistema de pensiones; y, por consiguiente, no es posible devolverlos a los
aportantes, como lo pretende la demandante.

Así las cosas, dichos aportes tienen una finalidad específica, cual es pagar la pensión de los
mismos aportantes y de las demás personas establecidas en la ley, pues la Seguridad Social
según lo establece el artículo 48 de la Constitución, se rige por los principios de eficiencia,
universalidad y solidaridad, lo que obliga al Estado a ampliar la cobertura de los beneficios a
toda la población, mediante el subsidio a las personas que, por sus características y
condiciones socioeconómicas no tienen acceso a ellos.

En otras palabras, al disponer la disposición acusada, que dichos recursos sean entregados a
la entidad que reconoce la pensión, lo que la norma acusada hace es garantizar, tanto el
derecho individual de cada trabajador de las entidades territoriales o públicas a que se tengan
en cuenta todos los tiempos trabajados y los aportes realizados para efectos de reconocer la
pensión, como la viabilidad financiera del sistema de pensiones como un todo, ya que es
gracias al traslado de  esos recursos a la entidad administradora que se podrán reconocer y
pagar las pensiones ya exigibles de quienes cumplan los requisitos legales, y con ello se
respeta el inciso 5 del artículo 48 Superior. En conclusión, no es posible que la entidad
administradora de pensiones, en el régimen de prima media con prestación definida, pueda
entregar tales aportes directamente al trabajador, para fines distintos al reconocimiento y
pago de la pensión que le corresponda una vez llene las condiciones señaladas por la ley.
Debe señalarse, además, que de conformidad con el artículo 115 de la Ley 100 de 1.993, los
bonos pensionales son 'aportes destinados a contribuir a la conformación del capital



necesario para financiar las pensiones de los afiliados al sistema general de pensiones'.

Por lo anterior, la Corte declarará exequible la primera parte del inciso cuarto del artículo 17
de la ley 549/99 , materia de acusación, únicamente por el cargo aquí analizado.'

Concordancias

Ley 2008 de 2019; Art. 40

Doctrina Concordante

Concepto COLPENSIONES 1151870  de 2013

Concepto COLPENSIONES 1151518  de 2013

Concepto COLPENSIONES 1151497  de 2012                             

Cuando sea necesario reliquidar bonos ya expedidos que no se encuentren en firme, por razón del
cambio en la forma de cálculo de los bonos o por error cometido en la expedición, la entidad
emisora procederá a reliquidar el bono, anulando el bono inicial y expidiendo uno nuevo, para lo
cual sólo se requerirá la comunicación al beneficiario.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 5o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-262-
01 de  7 de marzo de 2001,  Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Renteria, pero únicamente
en cuanto se relaciona con la violación del artículo 58 de la Constitución.

Las Administradoras de fondos de pensiones y las compañías de Seguros podrán tener acceso a
los sistemas de negociación de las bolsas de valores para realizar operaciones sobre bonos
pensionales. Para tal efecto, la Superintendencia de Valores podrá regular la negociación de
dichos valores.

Concordancias

Decreto 3798 de 2003

Decreto 2527 de 2000; Art. 2o.

Doctrina Concordante

Concepto ISS 12936 de 2006

Concepto ISS 8978 de 2005

ARTICULO 18. INSPECCION, VIGILANCIA Y CONTROL. La Inspección, vigilancia y
control sobre las entidades administradoras de los recursos del Fonpet será ejercida por la
Superintendencia Bancaria, la cual velará por el correcto manejo de los recursos administrados.
Esta entidad estará en la obligación de informar periódicamente a la opinión pública y mínimo
dos (2) veces al año, a través de medios masivos de comunicación, sobre el manejo de los
recursos del Fonpet y debe exigir periódicamente a las administradoras de fondos de pensiones y



cesantías, sociedades fiduciarias o sociedades de seguros de vida, que administren el patrimonio
autónomo de cada órgano, información fidedigna sobre los indicadores financieros, de gestión y
de resultado que revelen el correcto manejo y demuestren su sana administración.

ARTICULO 19. PRESUPUESTO DE RENTAS Y RECURSOS DE CAPITAL. Efectúese la
siguiente adición en el Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal del año 2000, en
la suma de ochenta mil millones de pesos moneda legal ($80.000.000.000), según el siguiente
detalle:

Rentas del Presupuesto General de la Nación

1. Ingresos del Presupuesto Nacional $80.000.000.000

2. Recursos de Capital de la Nación $80.000.000.000

ARTICULO 20. PRESUPUESTO DE GASTOS O LEY DE APROPIACIONES. Efectúese la
siguiente adición en el Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal del año 2000, en
la suma de ochenta mil millones de pesos ($80.000.000.000), moneda legal según el siguiente
detalle:

Sección 1301

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Aporte Nacional Total

Total $80.000.000.000 $80.000.000.000

A. Funcionamiento $80.000.000.000 $80.000.000.000

Total adición $80.000.000.000 $80.000.000.000

La Comisión Accidental de Conciliación somete el presente informe con el texto de los artículos
conciliados, y el texto definitivo del Proyecto de ley número 62 de 1999 Senado, 181 de 1999
Cámara, por la cual se dictan normas tendientes a financiar el pasivo pensional de las entidades
territoriales, se crea el Fondo Nacional de Pensiones de las entidades territoriales y se dictan
otras disposiciones en materia prestacional, con el fin de que sea aprobado por las plenarias de
las respectivas Cámaras.

ARTICULO 21. La presente rige a partir de su promulgación y deroga las demás
disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

MIGUEL PINEDO VIDAL.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

MANUEL ENRÍQUEZ ROSERO.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,



ARMANDO POMÁRICO RAMOS.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

GUSTAVO BUSTAMANTE MORATTO.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

PUBLÍQUESE Y EJECÚTESE.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 28 de diciembre de 1999.

ANDRES PASTRANA ARANGO

El Viceministro Técnico de Hacienda, encargado de las funciones del Despacho

del Ministro de Hacienda y Crédito Público,

CARLOS FELIPE JARAMILLO JIMÉNEZ.
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